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Nulidad por la debida integración del contradictorio y la vinculación de terceros con interés legítimo por parte del juez de tutela. La jurisprudencia constitucional ha sido consistente en sostener que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otra, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales; sin embargo, también ha expresado que tal informalidad no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso, en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. 


Es así que en procura de garantizar el respeto por dichas prerrogativas, el juez constitucional está llamado a hacer uso de las amplias facultades oficiosas que,  en materia de tutela,  ha sido revestido, siendo una de ellas, la vinculación al trámite de tutela de los terceros con interés en el proceso, pues no en vano, el parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991, prohíbe las sentencias inhibitorias.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA UNITARIA DE DECISIÓN

Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón
Acta No. ___

(Febrero 23 de 2017)
Encontrándose la presente acción de tutela a despacho para proferir el respectivo fallo de segunda instancia, se encuentra necesario declarar la nulidad de las actuaciones surtidas en el trámite de primer grado por las siguientes razones:

 I Antecedentes
Indica la actora que, el 23 de diciembre de 2016, remitió, a través del servicio de mensajería “envía” derecho de petición con destino al Fondo Nacional de Vivienda, recibido por la entidad el 27 de diciembre de 2016, en el cual expuso que por su condición de víctima del conflicto armado fue favorecida en el año 2006 con un subsidio de vivienda para la Urbanización María Alejandra, en el Municipio de San José del Guaviare, sin embargo no disfrutó tal beneficio porque debido a los malos manejos de la administración de la época el proyecto de vivienda nunca se construyó.

Manifiesta que actualmente se encuentra residenciada en el Municipio de Dosquebradas, por causa del desplazamiento del cual fue víctima junto a su grupo familiar y  desea acceder a un programa de interés social para lo cual se encuentra efectuando ahorros en el Fondo Nacional del Ahorro, con miras a obtener un subsidio de vivienda; sin embargo el hecho de figurar como beneficiaria de un subsidio para un proyecto de vivienda que nunca se construyó, limita su derecho a obtener por fin una vivienda digna para su familia por esta razón solicitó ante el fondo Nacional de Vivienda Ciudad y Territorio, su cancelación como beneficiaria del subsidio de vivienda otorgado en el 2006. 
Agrega que ha transcurrido un lapso superior al establecido por la ley y a la fecha el Fondo Nacional de Vivienda no ha dado respuesta a su solicitud. 
Por todo lo anterior, solicitó la protección a su Derecho Fundamental de Petición que está siendo vulnerado por el Fondo Nacional de Vivienda- Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio y, en consecuencia se ordene a la misma a dar respuesta de fondo y acorde a la solicitud enviada el 27 de diciembre de 2016.
II Trámite impartido
La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, el cual luego de admitirla corrió traslado, por el término de dos (2) días, a la accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa, y para el efecto, se libró el oficio 050 del 20 de enero de 2017 y ante la respuesta que dio dicha entidad, el 30 de enero se ordenó vincular a la Subdirección del Subsidio Familiar del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio en cabeza de la doctora Arelys Bravo Parra, y se le concedió el término de un día para que se pronunciara al respecto; esta guardo silencio. 
Llegado el día del fallo el juez a-quo concedió el amparo Constitucional y ordenó a la subdirectora del Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio, en cabeza de la doctora Arelys Bravo Parra que dé respuesta en forma clara, expresa y de fondo dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la decisión, ordenó también desvincular de la acción de tutela al Fondo Nacional de Vivienda. 
Inconforme con tal decisión, el Ministerio de Vivienda Ciudad y territorio impugnó solicitando se decrete la nulidad de lo actuado a partir del auto que admite la tutela, como quiera que dentro del mencionado proceso se vulneró el derecho fundamental al Debido Proceso del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio habida cuenta de no haber sido notificado del auto admisorio de la acción de tutela. 
 III Consideraciones
3.1 Problema Jurídico
¿La falta de notificación del auto que admitió la tutela a la entidad vinculada oficiosamente a la acción de tutela, genera nulidad de lo actuado?
3.2 Causal de Nulidad 

   
  La Corte Constitucional en sentencia  T- 661 de 2014 se ha pronunciado respecto de las nulidades así:

 “Son irregularidades que se presentan en el marco de un proceso, que vulneran el debido proceso y que, por su gravedad, el legislador –y excepcionalmente el constituyente- les ha atribuido la consecuencia –sanción- de invalidar las actuaciones surtidas. A través de su declaración se controla entonces la validez de la actuación procesal y se asegura a las partes el derecho constitucional al debido proceso”. Adicionalmente, ha precisado que en materia de nulidades en los procesos de tutela se aplicará en lo pertinente el Código General del Proceso-, de conformidad con la remisión que efectúa el artículo 4° del Decreto 306 de 1992.
El artículo 133 del Código General del Proceso estableció que un proceso será nulo:
8- Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado. Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en este código”.
3.3 La debida integración del contradictorio y la vinculación de terceros con interés legítimo por parte del juez de tutela
La jurisprudencia constitucional ha sido consistente en sostener que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otra, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales; sin embargo, también ha expresado que tal informalidad no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso, en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. 
Es así que en procura de garantizar el respeto por dichas prerrogativas, el juez constitucional está llamado a hacer uso de las amplias facultades oficiosas que,  en materia de tutela,  ha sido revestido, siendo una de ellas, la vinculación al trámite de tutela de los terceros con interés en el proceso, pues no en vano, el parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991, prohíbe las sentencias inhibitorias.
Lo anterior, no tiene otra finalidad que permitir que las personas naturales o jurídicas que puedan estar involucradas con la vulneración de los derechos sobre los cuales se busca la protección, así como aquéllas que puedan verse afectadas por el cumplimiento de una eventual orden de amparo, o por las decisiones que adopte el juez constitucional, puedan ejercer garantías procesales de orden constitucional materializadas en su oportuna intervención al trámite, con el fin de pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso de los medios de defensa y contradicción que ofrece el ordenamiento jurídico.
La Corte Constitucional en Auto 536 de 2015  sistematizó las reglas que se derivan de los deberes de los jueces de tutela ante la indebida integración del contradictorio esto es, cuando el accionante dirige el amparo en contra de una parte, pero el juez de tutela encuentra que existen otras personas, entidades o instituciones que deben ser vinculadas al proceso, ya sea por tener un interés directo en la decisión o por ser potenciales destinatarias de las órdenes de protección de derechos fundamentales: 

(i) Es deber del juez de tutela integrar el contradictorio en virtud del principio de oficiosidad. Puede ocurrir que la demanda se entable contra un sujeto distinto a quien se le puede imputar la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, caso en el cual no debería prosperar la acción de tutela. Sin embargo, una vez se advierta de la situación, el juez tiene la facultad oficiosa, antes de resolver el asunto, de vincular a la persona o entidad contra la cual ha debido obrar el demandante (ii) Ese deber oficioso del juez se aplica no solo cuando el accionante omite vincular a quien esté real o aparentemente involucrado en los hechos, sino en los casos en que aparezca otro ente que por su actividad, funciones o actos ha debido ser vinculado; es decir, cuando el juez, en el ejercicio de análisis de los hechos y las pruebas encuentra un nexo causal entre estos y las funciones u obligaciones de otra entidad.(iii) En el derecho común la indebida integración del contradictorio lleva a la adopción de fallos inhibitorios. Esto no es posible en el caso de la acción de tutela, de conformidad con lo establecido en el parágrafo único del artículo 20 del decreto ley 2591 de 1991, que prohíbe de manera expresa ese tipo de sentencias. Por lo tanto, es deber del juez constitucional hacer uso de sus poderes oficioso para garantizar a quienes se vean afectados con la decisión o tengan un interés legítimo en la misma, para que ejerzan su derecho de defensa.
(iv) Si en el trámite de la acción de tutela puede deducirse razonablemente que se está ante una vulneración de un derecho fundamental pero el juez de primera instancia omitió integrar adecuadamente el contradictorio, dicha integración puede ser adelantada por el juez de segunda instancia o incluso por la Corte Constitucional.
Así las cosas, resulta evidente que la falta de vinculación o de notificación de las actuaciones procesales efectuadas en el trámite de una tutela a un tercero con interés legítimo, generan una nulidad que impide atender de fondo el asunto, pero que puede ser subsanada con la efectiva integración del contradictorio. 

3.4. Caso concreto
El  Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas en auto del 30 de enero de 2017 ordenó vincular a la subdirección del Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio a la acción de tutela interpuesta por María Alexandra Vanegas Giraldo, pero olvidó notificarla del auto que ordenó su vinculación y del auto admisorio de la Tutela, omisión que efectivamente atenta contra el derecho de defensa pues si bien había lugar a integrar el contradictorio con dicha entidad, ello implicaba ofrecerle a ella la garantía de su derecho a la defensa, máxime cuando la orden de tutela se dirige expresamente a ella como en efecto sucedió con la sentencia que emitió el Juez de primera instancia el primero de febrero de 2017 en la que tuteló el derecho de la accionante y ordenó a la del Subsidio Familiar dar respuesta a la petición interpuesta por María Alexandra Vanegas dentro de las 48 siguientes a la notificación de la sentencia. 

Bajo ese contexto, es evidente que sobrevino una vulneración al debido proceso y al derecho de defensa de la entidad accionada al no haberse notificado en legal forma el auto admisorio de la tutela y el auto que ordenó su vinculación.
Bajo ese contexto, la Sala declarará la nulidad de todo lo actuado dentro del presente trámite, desde el auto que ordenó vincular a la subdirección del Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio, y remitirá la demanda y sus anexos al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Dosquebradas, con el fin de que subsane la falencia que dio lugar a la configuración del vicio antes advertido.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de todo lo actuado por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas a partir del auto que ordenó vincular a la subdirección del Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, dentro de la acción de tutela promovida por la señora María Alexandra Vanegas en contra del Fondo Nacional de Vivienda y la Subdirección de Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio. 

SEGUNDO: REMITIR a través de la Secretaría de esta Corporación el expediente al referido despacho, a efectos de que se surta el trámite notificando a la Subdirectora de Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio de Vivienda, del auto que avocó conocimiento de la acción en la dirección señalada por ese ente para tal efecto, anexando la respectiva copia de la demanda de tutela.
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
Notifíquese y cúmplase. 
La Magistrada, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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